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“Colombia necesita un nuevo modelo económico”, según el proyecto de ley divulgado recientemente 
por el comité promotor de la convocatoria de una Asamblea Constituyente (Comité promotor, 2025). 
Tal necesidad surgiría –sostiene el documento– porque “la Constitución de 1991 favorece un modelo 
de economía de libre mercado a cuyo amparo se han implementado políticas de corte neoliberal”. 
Al margen de la pertinencia en este contexto del concepto de “modelo económico”, los cambios 
constitucionales propuestos allí plantean interrogantes de fondo que trascienden la coyuntura política 
inmediata. Antes de emprenderlos, conviene dilucidar si los cambios a la Constitución que se necesitan 
en materia económica son realmente esos, cuáles son sus consecuencias probables y qué objetivos 
pueden alcanzarse efectivamente por esa vía.

De acuerdo con la exposición de motivos del proyecto, el nuevo modelo consistiría en aumentar 
el grado de estatización de la economía –en particular, mediante la “creación de zonas especiales 
donde el Estado tenga la mayor participación en la producción y el reparto de las ganancias”– y 
fomentar “la economía popular, asociativa, cooperativa y solidaria”. Igualmente, buscaría redefinir el 
rol de la política macroeconómica, en especial de la política monetaria, “de la mano con un programa 
nacional de desarrollo productivo popular para la generación de empleo masivo y la proscripción de 
la tercerización laboral”, además de “desbloquear” la aprobación de varias reformas sociales.

Dos caminos para la reforma
Llama la atención que gran parte del nuevo modelo podría adoptarse o desarrollarse a través de leyes, es decir, 
del proceso legislativo ordinario previsto en el marco constitucional vigente. La Constitución de 1991 lo permite 
sin necesidad de reformas constitucionales. Más todavía, algunos de sus elementos ya están expresamente 
contemplados en ella. Con todo, sería errado minimizar el alcance de la reforma.

Como justificación del cambio constitucional, la caracterización de los fundamentos legales del sistema 
económico colombiano como un “mercado libre”, realizada en el documento, tiene sus limitaciones. Es cierto 
que la Constitución de 1991 garantiza la propiedad privada, uno de los pilares de la economía de mercado 
capitalista, pero también establece que la “propiedad es una función social que implica obligaciones” y que, 
en caso de conflicto con los derechos de los particulares, “el interés privado deberá ceder al interés público 
o social” (Constitución Política de Colombia, art. 58). En consecuencia, la propiedad privada puede regularse 
mediante ley.
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Aunque la Carta Política actual ampara la economía 
de mercado, la afirmación de que favorece el “libre” 
mercado tendría que cualificarse. Primero, si el 
mercado es libre no es porque la Constitución impida 
regularlo –ella prescribe, entre otras cosas, que el 
Estado “evitará o controlará” el abuso de posición 
dominante en el mercado nacional (CPC, art. 333)–. 
Segundo, tan libre en realidad no es: a raíz de los 
trámites y costos fijados por la normatividad, algunos 
indicadores internacionales de facilidad para crear 
empresas suelen ubicar a Colombia por detrás de 
países como Canadá, China y el Reino Unido (World 
Bank, 2025; World Bank, 2020). Tercero, el narcotráfico, 
una actividad que ha incidido en la economía y la 
política nacional, es particularmente lucrativo en gran 
medida porque es prohibido, no porque sea libre 
(Miron, 2004; Comisión Global de Política Antidrogas, 
2021). Todo lo anterior sugiere que el problema no 
radica tanto en el texto constitucional como en su 
implementación.

La Constitución de 1991 también permite variaciones, 
a través del proceso legislativo ordinario, en el grado 
de participación del Estado “en la producción y el 
reparto de las ganancias”, incluyendo, desde luego, 
el aumento de tal participación, como plantean 
los proponentes de la convocatoria. El texto de la 
Constitución señala que “la dirección general de 
la economía estará a cargo del Estado”, a la vez 
que, entre otras cosas, autoriza la intervención del 
Estado “en la producción, distribución, utilización 
y consumo de los bienes y en los servicios públicos 
y privados”, así como en “la distribución equitativa 
de las oportunidades y los beneficios del desarrollo” 
(CPC, art. 334). Dentro de este marco constitucional 
recientemente se han estatizado entidades como la 
Nueva EPS y la cadena de droguerías La Rebaja, lo 
cual muestra el margen de maniobra que brindan 
las disposiciones constitucionales vigentes. No 
obstante, los proponentes de la convocatoria no se 

contentan con tales posibilidades; aspiran a elevar a 
rango constitucional el control por parte del Estado de 
actividades o “sectores estratégicos de la economía” 
–aparte de los “servicios públicos esenciales”, no 
es claro cuáles ni qué criterios se emplearían para 
identificarlos–.

Políticas escritas en piedra 
Constitucionalizar políticas económicas no es lo mismo 
que constitucionalizar derechos; hay razones de 
mucho más peso para lo segundo que para lo primero. 
Los cambios propuestos van más allá de fijar principios 
o criterios constitucionales generales que hagan las 
veces de guía en la elaboración de políticas; apuntan 
a establecer en la Constitución la arquitectura o el 
diseño de algunas políticas económicas específicas, 
con lo cual se acentuaría una tendencia marcada del 
sistema legal colombiano. Un ejemplo reciente de esta 
propensión fue el Acto Legislativo 03 de 2024, que 
ordenó el aumento gradual de las transferencias del 
Sistema General de Participaciones hasta llegar al 39,5% 
de los ingresos corrientes de la nación. De continuar 
tal tendencia, las reformas económicas requerirían 
reformas constitucionales cada vez con mayor 
frecuencia. Trasladar al nivel constitucional decisiones 
propias del debate político ordinario —por ejemplo, 
estatizar o no estatizar una determinada actividad 
económica, proscribir o no la tercerización laboral— 
representa riesgos institucionales significativos y no 
debería hacerse a la ligera.

El argumento del bloqueo 
En respaldo a la convocatoria, se alega la existencia 
de un bloqueo institucional que habría impedido 
“la aprobación de reformas sociales en derechos 
laborales, salud, vivienda, autonomía indígena y 
protección ambiental, entre otros ámbitos” (Comité 
promotor, 2025). Sin embargo, es necesario precisar 
el alcance del “bloqueo”. La aprobación de diversas 
iniciativas gubernamentales (jurisdicción agraria y 



Notas de Política • Nº 01 • Febrero de 2026
Universidad Nacional de Colombia Sede Bogotá - Facultad de Ciencias Económicas

— 3 —

¿Debería una Asamblea Constituyente decidir la política económica de Colombia?

Jorge Armando Rodríguez Alarcón

rural; Plan Nacional de Desarrollo; reforma laboral, 
etc.), durante el periodo de Gobierno del presidente 
Petro, sugiere que no se trata de una imposibilidad 
legislativa general, sino de resistencias frente a 
propuestas específicas. Dado que el papel del 
Congreso conlleva la posibilidad no solo de aprobar 
sino también de negar las iniciativas del Ejecutivo, 
aflora allí una subvaloración de la importancia de la 
separación de poderes en una democracia –“¡Quién lo 
diría! Ni la virtud puede ser ilimitada. Para que no se 
pueda abusar del poder […] es necesario que el poder 
frene al poder”, como advirtiera Montesquieu en El 
espíritu de las leyes–.

Más allá de eso, no parece prudente que los 
constituyentes de hoy impongan a las generaciones 
futuras sus preferencias sobre políticas económicas 
específicas, como las de carácter sectorial, en especial 
si se trata de su diseño; el asunto amerita poner “la 
vara alta” (Elster, 2000). Su modificación requeriría 
reformas constitucionales, más exigentes en términos 
de las reglas de aprobación que las del proceso 
legislativo ordinario. En aras de la adaptabilidad a las 
necesidades y circunstancias cambiantes, luce mejor 
la opción de que sean las elecciones periódicas las que 
decidan la suerte de tales políticas.

Lo permanente y lo contingente
La relación entre derechos y negocios es un tema espi-
noso que, en el debate público, más que ocasionalmente 
se trata con simplismo. Como sostiene la exposición de 
motivos, el acceso efectivo a los derechos económicos y 
sociales “está lejos de ser satisfactorio”. La capacidad de 
pago individual, derivada por lo general de los negocios, 
es un criterio excluyente para el disfrute de los derechos, 
así que su universalización no debe depender de ese 
criterio. Sin embargo, al mismo tiempo, en una sociedad 
como la colombiana el acceso a los derechos se sustenta 
en gran medida en la actividad económica privada, es 
decir, en los negocios. 

Al fin y al cabo, a través de la actividad privada se genera 
riqueza que sirve o serviría de base para el desarrollo del 
Estado social de derecho –por vía de ingresos laborales, 
excedentes económicos, impuestos, etc.–. De modo simi-
lar, a través de ella surge la producción y venta de bienes 
privados utilizados en la provisión de bienes públicos 
o colectivos; por ejemplo, la producción de alimentos, 
útiles escolares y vestuario que se consumen en la ma-
terialización, como parte de los derechos fundamentales 
de los niños, del cuidado infantil universal –¿es deseable 
acaso que el Estado los produzca directamente?–.

Hay razones para pensar que el rasero para constitu-
cionalizar los monopolios estatales sobre la emisión 
monetaria y la tributación debe ser distinto al empleado 
para constitucionalizar la estatización de, digamos, las 
EPS o las droguerías. Mientras lo primero está en la base 
de la conformación y supervivencia de Colombia como 
nación, lo segundo tiene un carácter más contingente 
y circunstancial. El objetivo en este campo debería ser 
proveer protección social universal de manera sostenible 
–pagable por los contribuyentes presentes y futuros–, 
cualquiera que sea la combinación entre mercado y 
Estado por la que opte la legislación en las actividades 
económicas requeridas para ese propósito. En este 
ámbito, convertir la estatización en un compromiso 
constitucional de reversión difícil trae consigo sus propios 
problemas, tanto o más graves que los que se quieren 
resolver.

Proscribir al adversario desde la Constitución
Algunas corrientes de izquierda se muestran favorables 
a proscribir desde la Constitución las políticas que 
consideran neoliberales. Da la impresión de que ese es 
el caso de los proponentes de la convocatoria: parecen 
querer proscribir desde allí “la privatización de empresas 
públicas, la cesión de la prestación de servicios públicos 
esenciales a particulares y la entrega de la contratación 
estatal al sector privado, así como la desregulación 
laboral”. Algo similar quisieron hacer en su momento 
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algunas corrientes de derecha respecto a políticas que 
consideraron progresistas. En este sentido, la idea inicial 
del proyecto que devino en el Acto Legislativo 3 de 2011, 
impulsado por las administraciones Uribe y Santos, 
era convertir la sostenibilidad fiscal en un derecho, 
con prevalencia sobre los derechos a la atención en 
salud y la educación –como sentenció después la Corte 
Constitucional, la sostenibilidad fiscal es “apenas un 
medio para la consecución de los objetivos esenciales 
del Estado”–. Una pregunta central, entonces, es qué 
podría y debería hacer la Constitución respecto a la 
orientación y elaboración de las políticas económicas.

A primera vista, bastaría con reconocer que proscribir 
por mandato constitucional esta o aquella orientación 
ideológica de las políticas económicas iría en contra 
de la democracia y el pluralismo. Pero la Constitución 
misma, al igual que la sociedad colombiana que le 
da vida y sentido –históricamente tan fragmentada y 
dividida como la describen Palacios y Safford (2012)–, 
demanda más que eso. El quid de la cuestión es que, 
cualquiera que sea su orientación ideológica, las políticas 
económicas deberían avanzar hacia la realización del 
Estado social de derecho y del desarrollo productivo 
que lo hace posible.

Los hacedores de política tienen derecho a tener pre-
ferencias ideológicas, pero ello no constituye patente 
de corso para ignorar las finalidades sociales del Estado 
establecidas en la Constitución. Algunas vertientes 
políticas parecen ver los derechos económicos y so-
ciales como una especie de molestia que interfiere en 
la eficiencia, la austeridad y la soberanía individual, o 
como un catálogo de buenos deseos prescindibles. 
Tener derecho a las preferencias ideológicas tampoco los 
autoriza a incumplir las finalidades del Estado, dejando 
su consecución en manos del “pensamiento mágico”, de 
la burocratización o de mandatos bienintencionados sin 
respaldo fiscal, como ocurre en otras esquinas políticas.

Quizás criterios como la eficacia –cómo y en qué medida 
una política avanza hacia el logro de los fines sociales 
del Estado–, la racionalidad procedimental –lógica y 
logística de los procesos por medio de los cuales se 
busca lograr los objetivos– y la capacidad institucio-
nal de implementación deberían tener un papel más 
protagónico en la elaboración de las políticas (Simon, 
1964; Kim, Kumar, Ramalho & Russell, 2026), así como 
también en la evaluación de su constitucionalidad. No 
siempre las exposiciones de motivos de los proyectos 
de ley presentan explicaciones al respecto. 

La economía popular
La Constitución actual prescribe que “el Estado prote-
gerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de 
propiedad” (CPC, art. 58). Aunque es evidente que los 
proponentes de la convocatoria no se contentan con la 
posibilidad de proteger y promover, mediante ley, estas 
formas de propiedad, la exposición de motivos no pasa 
de pronunciamientos aspiracionales generales acerca 
de los cambios constitucionales al respecto.

En contraste, la economía popular no figura expresa-
mente en la Constitución vigente; el concepto hace 
referencia a las formas de vida económica, a menudo 
de supervivencia, de los sectores populares. Como han 
llamado la atención sus analistas, los trabajadores de 
la economía popular, generalmente no asalariados, 
carecen de derechos sociales, suelen ser tratados como 
delincuentes y no son tenidos en cuenta en la elabora-
ción de las políticas públicas (Giraldo, 2017). Con todo, 
el hecho de que la economía popular no aparezca de 
forma explícita en la Constitución no es óbice para que 
se adopten políticas públicas dirigidas a ella. 

El Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 –ley de la 
República de iniciativa gubernamental– contiene una 
sección con los encabezados “Reconocimiento e impulso 
a la Economía Popular y Comunitaria” y “Política pública 
para la economía popular”. Si esa política se ha malogrado, 
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difícilmente puede atribuirse la causa a la Constitución. 
Surge, por lo demás, el interrogante sobre hasta dónde 
fomentar trabajos como las ventas ambulantes. ¿No 
se trataría, más bien, de superar su precariedad o de 
fomentar la vinculación de los trabajadores a actividades 
de mayor potencial productivo?

El banco central y la posibilidad de malos gobiernos
En relación con la política monetaria, la idea sería, según 
la exposición de motivos, “complementar el mandato 
del Banco [de la República] […] con una obligación 
constitucional de contribuir, dentro de su esfera de 
competencias, a los objetivos de crecimiento económico 
sostenible y de generación de empleo”. De forma similar a 
algunos economistas conservadores, los proponentes de 
la convocatoria parecen seguir aferrados a una interpre-
tación obsoleta de la Constitución que el Emisor defendió 
oficialmente hasta 1999: el banco central –aseguraba 
en ese entonces su representación legal– tenía como 
objetivo único “velar por la estabilidad de la moneda” 
(Corte Constitucional, Sentencia C-481 de 1999). Sin 
embargo, en 1999 la Corte Constitucional sentenció que 
“si bien la finalidad primaria de la actividad del Banco 
es la estabilidad de los precios […]”, también debía 
tener en cuenta otros objetivos de política económica 
“de raigambre constitucional”, tales como “la búsqueda 
del pleno empleo o la distribución equitativa de los 
beneficios del desarrollo” (Corte Constitucional, 1999.). 
No es claro qué aportaría la reforma constitucional a 
este respecto –¿se trataría de hacer del control de la 
inflación un objetivo opcional o no prioritario?–.

En la búsqueda de la estabilidad macroeconómica, la 
institucionalidad colombiana se ha desarrollado más 
para el control de la inflación que para acercarse al 
pleno empleo, con todo y que ambos son objetivos de 
política de rango constitucional (Rodríguez, 2018). El nivel 
de empleo rara vez figura como objetivo en los planes 
nacionales de desarrollo, por ejemplo. Ahí habría una 
tarea para los gobiernos partidarios de que el nivel de 
empleo reciba mayor atención.

Atribuir la orientación ideológica de la junta directiva 
a la independencia relativa del Banco de la República 
frente al Ejecutivo, como se hace frecuentemente en 
Colombia, es por lo menos impreciso. La introducción de 
la reelección presidencial, mediante el Acto Legislativo 
02 de 2004, ilustra el punto. Con el escalonamiento 
previsto en el texto original de la Constitución de 1991, el 
presidente de la República normalmente podía nombrar 
a dos codirectores, en adición al ministro de Hacienda 
como miembro nato –cabe recordar que la junta está 
integrada por siete miembros en total–. Mientras estuvo 
vigente, la reelección abrió la posibilidad de que un 
mismo presidente superara ese número, de modo que 
el organismo se hizo más dependiente del Gobierno, no 
menos. Así, en ese caso habría que atribuir la responsa-
bilidad de la ideología de la junta más a la dependencia 
que a la independencia.

Subyugar por mandato constitucional al banco central 
a la voluntad del Ejecutivo de turno pierde de vista que 
el Gobierno puede caer en malas manos. La autonomía 
relativa del Emisor es una salvaguarda institucional para 
limitar los daños. 

***

La Constitución de 1991 no se limita a determinar las 
reglas para la creación de las políticas públicas; también 
establece algunas políticas directamente en la Carta. 
Gran parte del modelo económico propuesto puede ser 
adoptado por vía legislativa, sin necesidad de cambio 
constitucional, e incluso algunos de sus elementos ya 
están consagrados expresamente en la Constitución 
vigente. Su adopción profundizaría la tendencia a cons-
titucionalizar las políticas públicas y no es claro en qué 
consistirían las mejoras.

Subsanar las deficiencias del statu quo requiere reformas 
económicas y sociales, pero las decisiones sobre las 
políticas públicas pertenecen más a la arena de la política 
ordinaria que a la arena constitucional. Cualquiera que 
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sea su orientación ideológica, las políticas económicas 
deben propender por la realización del Estado social 
de derecho y del desarrollo productivo que lo sustenta. 
En el proceso de cambio, no hay que perder de vista 
que el acceso efectivo a los derechos económicos y 
sociales, como finalidad constitucional del Estado y 
de las políticas públicas, no es optativo. Tampoco hay 
que perder de vista que el método democrático para la 
acción colectiva incluye la separación de poderes. Como 

ya ha venido ocurriendo, elevar a rango constitucional 
aspectos específicos del diseño de las políticas públicas 
reduce el margen de decisión en el proceso legislativo 
ordinario e impone de manera rígida las preferencias de 
los constituyentes de hoy y del pasado sobre políticas 
sujetas a circunstancias y necesidades cambiantes, 
algo particularmente problemático cuando las cosas 
salen mal.
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